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de la nueva Salud Mía le entregará el di-
nero a “las gestoras”, que será el nuevo 
nombre de las empresas promotoras de 
salud. Una vez ellas lo capten, dejará de 
ser público, lo cual quiere decir que en 
caso de defraudaciones no podrá ser exa-
minado por Contraloría, Procuraduría o 
Superintendencia Financiera. 
También se mantienen los copagos y las 
cuotas moderadoras. El Estado podrá con-
tratar con entidades privadas la prestación 
de la salud pública y los gobernantes loca-
les pueden hacerse con todo el dinero de 
la salud, más el control de los hospitales. 
Todo eso configura un panorama terrible 
de privatización.  

Con la reforma a la salud del Gobierno 
una cosa está clara: Las EPS continúan 
con todo el negocio de la salud, la única 
diferencia es que antes recaudaban la 
plata, ahora el gobierno la recauda y se 
la entrega a estas empresas. 
Además, nace una nueva incertidumbre, 
como Salud Mía manejaría todos los di-
neros de salud, el Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio estaría en 
grave riesgo. Es más, también lo estaría 
el Régimen Especial de Salud, porque 
estos cambios podrían ser aplicados a 
todos los funcionarios públicos, incluyen-
do al magisterio. Entonces, la situación 
de salud que hoy está bastante mal, em-

peoraría.  
Sin estimar las grandes pérdidas que 
arrojaron las EPS y el boquete de corrup-
ción que abrieron, el gobierno a través 

Yesid Quiroga 
Los ‘amplios poderes’ de la reforma a la salud abren la posibilidad de eliminar el Fondo de Prestaciones del Magisterio, lo cual 
empeoraría el problema de salud que ya de por sí es grave. 
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Yesid Quiroga 
La XIX Asamblea General Federal definió el 7 de junio como el día de las elecciones de Fecode. Otros sindicatos filiales también 
saldrán a votar ese día.  

de una filial en el periodo anterior; se 
encuentren a paz y salvo en el pago de sus 
cuotas y no estén incursos en delitos. 
La Comisión Nacional de Garantías, escogi-
da durante la Junta Nacional del 2 de abril, 
definirá los detalles de fechas, requisitos y 
procedimientos para el desarrollo de la 
elección, los cuales serán informados con 
tiempo a los aspirantes y votantes. 
Ellos tienen la misión no sólo de blindar el 
proceso, sino de garantizar que haya equi-
dad y claridad durante las votaciones, 
para que los elegidos representen y cum-
plan con los objetivos que el magisterio 
colombiano necesita. 

El próximo 7 de junio, la Federación Co-
lombiana de Educadores llevará a cabo 
las elecciones de su nuevo Comité Ejecu-
tivo. Espera una participación masiva de 
maestros y maestras de todo el país en 
esta jornada democrática que debe 
desarrollarse en total trasparencia. 
Podrán votar los aproximadamente 308 
mil maestros que hacen parte de Fecode, 
siempre y cuando se encuentren a paz y 
salvo. Ellos elegirán a los 15 integrantes 
del nuevo Comité Ejecutivo que liderará 
a la Federación entre 2013 y 2017.  
Como candidatos, de acuerdo a los esta-
tutos, podrán presentarse quienes sean 

afiliados activos, suscritos a los sindica-
tos filiales; tengan certificado laboral o 
comisión sindical; hayan sido directivos 
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Yesid Quiroga 
La situación de la educación superior oficial en Colombia es deprimente, mientras más se les exige demostrar mejores resulta-
dos, menos recursos se les entregan. 
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nadas con el uso excesivo o indebido de la 
fuerza por los militares”, dice el informe. 
Todd Howland añade: “Colombia es un 
país de ingresos medios, pero sigue sien-
do uno de los más desiguales de América 
Latina y del mundo. Es importante señalar 
que el presidente habla de eliminar la 
pobreza extrema y de disminuir el núme-
ro de personas en pobreza, pero todavía 
no hay un entendimiento de las obligacio-
nes de parte del Estado en razón de la 
garantía efectiva y progresiva de los dere-
chos económicos”.  
Además, el informe evidencia que frente al 
tema de justicia y paz, el proceso ha sido 
lento, de 3.267 personas involucradas solo 
1.626 han iniciado la etapa de versión li-
bre. Apenas 20 de los investigados han 
sido objeto de llamamiento a juicio y no ha 
habido ni una sentencia en los tres años de 
la ley, lo cual evidencia que la cantidad de 
personas procesadas será muy inferior a la 
calculada. 

La oficina en Colombia de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (ONU) pu-
blicó su informe anual, en el cual alertó 
sobre el incremento en las amenazas, 
atentados y hostigamientos a los defen-
sores de derechos humanos y periodis-
tas en el país. 
La ONU identificó en primer lugar a las 
bandas criminales y en segundo lugar a 
las Farc, como principales culpables de 
que se mantuviera esta problemática 
sobre quienes defienden los derechos 
humanos en el 2012.  
Todd Howland, el representante de la 
Alta Comisionada de la ONU para Co-
lombia, explica que “cada día donde hay 
conflicto armado hay violaciones de 
derechos humanos. Entonces, un proce-
so de paz es necesario para terminar de 
una vez muchas de estas violaciones. 
Nuestra oficina está brindando asesoría 
en expertos sobre casos comparables y 
también estamos tratando de facilitar 

que ese proceso o cuerdo de paz están 
con las obligaciones internacionales que 
Colombia tiene”. 
Naciones Unidas también rechazó la am-
pliación del fuero militar. Consideran que 
esta figura promueve que las fuerzas mili-
tares sigan realizando falsos positivos, a 
sabiendas que su accionar estará ampara-
do y protegido. De hecho, este fenómeno 
sigue ocurriendo “entre enero y octubre, 
la oficina en Colombia continuó recibien-
do denuncias de violaciones del derecho a 
la vida y a la integridad personal relacio-

se han incrementado en los últimos años. 
“Da cuenta de los gastos recurrentes que 
las universidades del Estado han tenido 
que asumir, derivados fundamentalmente 
de la aplicación de los decretos salariales 

Durante unos tres años los vicerrectores 
administrativos y financieros de las uni-
versidades públicas ejecutaron un estu-
dio económico de sus instituciones, el 
cual arrojó cifras alarmantes sobre la 

desfinanciación.  
La primera fase muestra el déficit de 1.3 
billones que enfrentan para que las 32 
instituciones funcionen de manera ade-
cuada, por cuanto los costos de nómina 

en su negativa a este proyecto guberna-
mental. Por el contrario, el gobierno ya se 
ha reunido con las EPS, más no con los 
usuarios, para venderles la reforma.  
La exigencia y la necesidad de la población 
colombiana era que la salud volviera a ser 
un derecho universal, pero el gobierno 
Santos ha aprovechado la crisis para refor-
mar el negocio a favor de las empresas y 
convertirlo en algo más discriminatorio y 
cruel.  

Habrá POS y No POS, es decir, un plan 
de servicios para quienes paguen planes 
complementarios y otro para quienes 
queden en el general. Habrá régimen 
subsidiado y contributivo y una lista de 
exclusiones que hará difícil el acceso de 
los colombianos a diversos tratamien-
tos, cirugías y medicamentos. 
“Además, la atención que brindan los 
hospitales a la red pública será priorita-
riamente para el régimen subsidiado, o 

sea, este es un esquema de discrimina-
ción que separa a la gente por su capaci-
dad de pago. El proyecto no resuelve los 
líos de los hospitales ni resuelve la incor-
poración de los trabajadores en la planta 
de personal, definitivamente este proyec-
to es una continuidad de la Ley 100 de 
93”, explica Witney Chávez Sánchez, Se-
cretario de Salud de la CUT. 
Los sectores sociales y sindicales, los pa-
cientes y los usuarios, ya se han plantado 

Omaira Morales 
La ONU hizo un llamado de atención a Colombia porque en vez de proteger a las víctimas, y no con guardaespaldas, está apro-
bando leyes que facilitan la impunidad. 
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En Colombia 
existen, según el 
gobierno, cerca 
de 80 comunida-
des indígenas, 
según la ONIC 
(Organización 
Nacional Indíge-
na de Colombia 
ONIC) son102. A 
partir de ahí se 
evidencia el desconocimiento del Estado 
de la existencia y los derechos de esta 
población. 
Desde la época de la Colonia, está pobla-
ción no estaba tan arrinconada y tan per-
seguida como lo está hoy por la locomo-
tora minera, que los ha desplazado de 
sus territorios ancestrales. Cerca del 30% 
de los indígenas del país están en riesgo 

de desaparecer como 
cultura y como ser hu-
manos. Todo porque su 
presencia viene torpe-
deando la extracción de 
minerales como el oro, 
el petróleo y el coltan. 
Una fuente de la organi-
zación de manera infor-
mativa contó que las 
zonas de la Orinoquia y 

la Amazonia, donde se encuentran unos 
65 pueblos, se están viendo atacadas por 
la empresa privada internacional sino 
por el mismo Estado, el cual con tal de 
jalonar su controvertida locomotora mi-
nero-energética desconoce el principio 
fundamental a la vida. 
Esta situación llevó a que hace cerca de 
20 días, la ONIC denunciara este atropello 

ante la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos, evidenciado su exterminio 
y genocidio. Manifestaron que su protec-
ción no se da con escoltas sino con el reco-
nocimiento de su autonomía; y que ellos 
respetan el desarrollo y el progreso del 
país, pero no a ese precio tan alto que es-
tán pagando. 
Sin embargo, ante las evidencias el Go-
bierno desmintió las denuncias y dice que 
está respetando el derecho de los pue-
blos. La ONIC refuta contundentemente 
con cifras los desplazamientos, desapari-
ciones y muertes de los líderes. En la últi-
ma década han sido asesinados mil líderes 
de estas comunidades, todos por exigir 
reconocimiento de sus pueblos, su cultu-
ra, su derecho a permanecer y a mantener 
sus tradiciones y cosmogonía. 

Omaira Morales 
La necesidad de que la locomotora minera jalone la economía colombiana ha llevado al gobierno a entregar todos los recursos 
y territorios, incluso despojando a sus legítimos dueños ancestrales. 

La locomotora minera acaba con los indígenasLa locomotora minera acaba con los indígenasLa locomotora minera acaba con los indígenas   
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mejores universidades.  
Para afrontar esta cri-
sis, muchas universida-
des han recurrido a 
contratación de cate-
dráticos, cursos de 40 
estudiantes y disminu-
ción de horas presen-
ciales. Este panorama 
equivale a un detrimen-

to de la calidad de la educación pública, 
sin embargo, los centros académicos ofi-
ciales continúan brindado excelente for-
mación  en medio de la crisis. 
Este último dato lo utiliza el gobierno para 
deshacerse de su responsabilidad fiscal. 
Entonces, el Estado, las grandes empresas 
y los colombianos están en deuda con la 
educación superior, ese es el costo de un 
mejor futuro. 

para los profesores de las universidades 
estatales, principio del Decreto 1444 y el 
actual Decreto 1279 de 2002, que es el 
rige para el régimen salarial de los profe-
sores universitarios al servicio del Esta-
do”, aclaró Juan Carlos Orozco, rector de 
la Universidad Pedagógica Nacional 
(UPN). 
La segunda fase se centró en el tema de 
infraestructura y suministro de espacios 
tecnológicos, que permitan ambientes 
de aprendizaje agradables, seguros y 
eficientes. En esta área, el monto es 
descomunal, se requieren 9. 8 billones 
de pesos para bajar el riesgo con el que 
hoy trabajan las instituciones públicas.  
“Las universidades del Estado no hemos 
podido cumplir con una serie de exigen-
cias en términos de normatividad, por 
ejemplo, de sismorresistencia de mante-
nimiento estructural de nuestras edifica-

ciones con 40, 50 y 
más años; no hemos 
podido atender, co-
mo se debía, lo que 
nos obliga la regla-
mentación para facili-
tar el acceso a las 
poblaciones con limi-
taciones físicas en los 
campus de la univer-
sidad”, comenta el rector de la UPN.  
Agregando que en infraestructura tecno-
lógica, renovación de laboratorios y 
construcción de nuevos edificios también 
están quedados por falta de recursos. 
El tercer atraso es la formación de docto-
res, porque sólo las grandes universida-
des tienen en estos momentos los por-
centajes de formación doctoral para lle-
gar a ser reconocidas en algunos años 
dentro de los rankings mundiales de las 
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